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León, Guanajuato, a 30 treinta de abril del año 2009, dos mil nueve. . . . . . . .  
V I S T O para resolver el expediente número 163/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano Licenciado JUAN ANTONIO CARRILLO TORRES LANDA, quien se ostenta como apoderado general para pleitos y cobranzas del ciudadano Licenciado ROBERTO PLASCENCIA SALDAÑA, en contra del Director General de Urbanismo, del Director de Inspección, de la Directora General de Ingresos y del Director de Ejecución, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Licenciado José Antonio Carrillo Torres Landa, quien se ostenta como apoderado general para pleitos y cobrazas del ciudadano Licenciado Roberto Plascencia Saldaña; personalidad que acredita con copias certificadas notarialmente del instrumento público número 34,240 treinta y cuatro mil dos cientos cuarenta, de fecha 18 dieciocho de septiembre del año 2006, dos mil seis, otorgado ante la fe del Licenciado Enrique Durán Llamas, titular de la Notaria Pública número 82 ochenta y dos, en legal ejercicio en este partido judicial, a través del cual se otorga en favor del ciudadano Licenciado José Antonio Carrillo Torres Landa, Poder General para Pleitos y Cobranzas y Actos de Administración, con todas las facultades generales y especiales que requieran cláusula especial conforme a la Ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- Que de un estudio integral del escrito de demanda y su aclaración se advierte que el actor impugna el procedimiento administrativo en el que se le impuso la multa por la cantidad de $1,904.00 (mil novecientos cuatro pesos 00/100 moneda nacional), la determinación del crédito fiscal, el requerimiento de pago con número de crédito 0857880, de fecha 09 nueve de mayo del año 2008, dos mil ocho, por la cantidad de $2,003.00 (dos mil tres pesos 00/100 moneda nacional) y la notificación del requerimiento de pago. La existencia de los tres primeros actos se acredita con la copia al carbón del referido requerimiento de pago y el cuarto con la copia al carbón del acta de notificación de fecha 02 dos de junio del año 2008, dos mil ocho, así como del reconocimiento que hace la Directora General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Director General de Urbanismo y el Director de Inspecciones, aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del referido Código de Procedimientos y Justicia Administrativa, en razón de que los actos que se les imputan son inexistentes. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que el Director General de Urbanismo, conforme a la fracción I del artículo 273 del Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato y el Director de Inspecciones, de acuerdo a la fracción II del artículo 276 del mismo Reglamento, cuentan con atribuciones para aplicar el Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato y el Reglamento de Construcciones para la Ciudad de León, Guanajuato, siendo el caso que se impugna el procedimiento administrativo para la imposición de sanciones administrativas, por violación a este último Ordenamiento Legal y que en la especie se desconoce que autoridad calificó la infracción, en consecuencia a fin de brindar seguridad jurídica al justiciable, en este supuesto no es posible configura dicha causal de improcedencia, pues tanto una como la otra tenía el deber de agotar de manera previa las formalidades esenciales del referido procedimiento administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, en relación con la fracción VII del artículo 265, porque la demanda carece del requisito esencial de formulación de los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate, toda vez que de lo manifestado no se desprende una relación lógica jurídica tendente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió el actor con el acto impugnado, es decir, no expresa ningún agravio. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud que de un análisis del capítulo denominado agravios de la demanda de nulidad, se advierte la existencia de conceptos de impugnación, en razón que se expresan agravios de legalidad, ya que se aducen razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a resaltar que la ausencia de formalidades en el procedimiento administrativo constituyen violaciones que originan la nulidad de los actos impugnados y no obstante que omite señalar los preceptos jurídicos que regulan la materia de construcciones, de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir que artículos y Ordenamientos Legales se dejaron de aplicar o se aplicaron en perjuicio de la parte actora, amén de que la licencia de construcción se regula por disposiciones tanto del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo  para el Municipio de León, Guanajuato, como del Reglamento de Construcciones para la Ciudad de León, Guanajuato; sin embargo, señala los artículos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato y del Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato, que considera violados en su perjuicio, en consecuencia, al indicar la lesión que sufre en sus derechos subjetivos administrativos se da la existencia de conceptos de impugnación. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Asimismo, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del artículo 261 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que se está admitiendo a trámite un juicio de nulidad siendo que el referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en ninguno de sus apartados contempla la figura de juicio de nulidad. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA,  en razón de que es cierto que se admitió como juicio de nulidad, empero también es verdad que en materia contenciosa-administrativa, al medio de defensa puede denominársele indistintamente demanda de nulidad, juicio de nulidad o proceso administrativo, dado que en el leguaje técnico-jurídico se utilizan como sinónimos, por tal razón la denominación que se le de a este medio de ordinario de defensa no trae ninguna consecuencia jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director de Ejecución, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo 261, ya que no ha emitido acto alguno. Causal de improcedencia que se resulta FUNDADA, en razón que, por un lado esta autoridad fiscal niega la existencia de los actos que se le imputan; y, por otro lado, de las constancias y actuaciones que integran esta causa administrativa, no obra medio convictivo alguno tendente a demostrar la existencia de algún acto emitido por dicha autoridad, dado que los actos a debate, se encuentran emitidos por  autoridades diversas, por tanto, ante la inexistencia de los actos impugnados, de acuerdo a lo previsto por el artículo 261 fracción VI, del referido Código de Procedimiento de Justicia Administrativa, respecto a esta autoridad resulta procedente declarar el sobreseimiento, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 262, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . 

Así, advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que el actor en el primer agravio en esencia aduce que niega lisa y llanamente que se le haya seguido el Procedimiento Administrativo necesario para la imposición de la sanción, ya que no hubo orden escrita fundada y motivada, que tampoco se cumplieron las formalidades de la notificación personal, para en consecuencia fijar y deshogar la audiencia de calificación respectiva, lo que no sucedió, privándolo entonces de la facultad de ofrecer pruebas y alegar conforme a su  derecho en dicho procedimiento administrativo, mucho menos recayó resolución administrativa fundada y motivada con su debida notificación personal, dejándolo en estado de indefensión, contrariamente a lo que ordenan las normas jurídicas y las garantías individuales que consagran a su favor los artículos 14 y 16 Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, de un análisis minucioso del requerimiento de pago impugnado, se aprecia que la multa impuesta al ciudadano Licenciado Roberto Plascencia, por la cantidad de $1,904.00 (mil novecientos cuatro pesos 00/100 moneda nacional), el día 15 quince de octubre del año 2007, dos mil siete y que deriva de una infracción administrativa, por no presentar la Licencia de Construcción y en segundo lugar, el actor tuvo conocimiento de esa multa el 2 dos de junio del año 2008, dos mil ocho; de este modo, la referida sanción administrativa surtió sus consecuencias jurídicas cuando ya había entrado en vigor el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tal virtud la visita de inspección, por la fecha de la en que se tuvo conocimiento de la multa, se rige por el artículo 208 del invocado Código, en virtud de que en el Reglamento de Construcciones para la Ciudad de León, Guanajuato, no se contempla procedimiento administrativo alguno para calificar la infracción que nos ocupa. .  . . . 
Siendo lo anterior así, sobre el particular cabe resaltar que la sanción administrativa consistente en multa debió imponerse al impetrante previa observancia de las formalidades establecidas para la visita de inspección en el artículo 208 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que para la práctica de ésta contempla las reglas siguientes: 1.- Solo se practicará la visita por mandamiento escrito de autoridad competente debidamente fundada y motivada. 2.- La visita de inspección se realizará en el lugar, zona o bienes señalados en la orden.  3.- El visitador entregará la orden al visitado o a su representante y si no estuvieren presentes, previo citatorio, a quien se encuentre en el lugar o zona donde se practicará la diligencia. 4.- Al inicio de la inspección, el visitador deberá identificarse ante la persona que atienda la diligencia, con credencial o documento vigente con fotografía expedido por la autoridad administrativa competente, que lo acredite legalmente para desempeñar su función; 5.- La persona que atienda la diligencia será requerida por el visitador para que nombre a dos testigos que intervengan en la misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir como tales, el visitador los designará. 6.- El visitado, su representante o la persona que atienda la  diligencia, está obligado a permitir al visitador el acceso al lugar o zona objeto de la visita, así como a poner a la vista la documentación, equipos y bienes que se les requieran. 7.- En el acta de visita se harán constar todas y cada una de las circunstancias, hechos u omisiones que se hayan observado en la diligencia. 8.- La persona con quien entendió la diligencia, los testigos y el visitador firmarán el acta; un ejemplar legible del documento se entregará a la persona que atendió la diligencia; la negativa a firmar el acta o a recibir copia de la misma, se deberá hacer constar en el acta, sin que esta circunstancia afecte la validez de la diligencia practicada. 9.- Se podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos u omisiones contenidos en el acta o bien hacer uso de ese derecho, por escrito, dentro del plazo de ocho días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa emitirá la resolución procedente. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve no se respetaron las formalidades esenciales para la práctica de la visita de inspección, puesto que  previamente a la imposición de la multa debatida, debió existir la emisión de la orden de inspección, la visita de inspección desarrollada conforme a las reglas señaladas en supralíneas y la resolución que en derecho procediera debidamente fundada y motivada; por tanto, estamos en presencia de un procedimiento administrativo viciado, toda vez que si estos actos procedimentales son previos al acto de calificación de la infracción refutado de ilegal, su omisión es una vulneración en perjuicio del justiciable de todas y cada una de las fracciones del artículo 208 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; vicios del procedimiento que dan origen a la nulidad de la calificación de la infracción, pues las autoridades demandadas omitieron demostrar en autos de esta causa administrativa, la existencia de la orden de inspección debidamente fundada y motivada, el acta de visita y la calificación de la infracción debidamente fundada y motivada, por tanto, estas omisiones en el procedimiento administrativo violan de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, las que afectan su derecho de defensa, previsto en el citado artículo 208; por consiguiente, el acto impugnado carece del elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio que origina la nulidad de la sanción impuesta al actor consistente en la multa por la cantidad de $1,904.00 (mil novecientos cuatro pesos 00/100 moneda nacional), de acuerdo a lo previsto por el artículo 302, fracción III, del mismo Código. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, los referidos vicios del procedimiento administrativo, dan lugar a la nulidad de la sanción consistente en la multa por la cantidad de $1,904.00 mil novecientos cuatro pesos 00/100 moneda nacional), impuesta al ciudadano Licenciado Roberto Plascencia Saldaña, la determinación del crédito fiscal, el requerimiento de pago con número de crédito 0857880, de fecha 09 nueve de mayo del año 2008, dos mil ocho y su notificación, toda vez que estos actos administrativos y fiscales son consecuentes del procedimiento administrativo; por ello, tienen el carácter de actos accesorios y como actos derivados se encuentran afectados de nulidad, por devenir de un procedimiento viciado. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, el cual establece:“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por  quienes  las  realizan  y,  por otra parte,  los tribunales  se harían  en  alguna  forma partícipes de  tal conducta  irregular,  al otorgar a  tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  lo expuesto y  además  con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 137 fracción VIII, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento respecto al Director de Ejecución, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA de la multa por la cantidad de $1,904.00 (mil novecientos cuatro pesos 00/100 en moneda nacional), la determinación del crédito fiscal y del requerimiento de pago con número de crédito 0857880, de fecha 9 nueve de mayo del año 2009, dos mil nueve, por la cantidad de $2,003.00 (dos mil tres pesos 00/100 moneda nacional) y su notificación; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 7 siete tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
